
Documento apto para ser publicado en el Portal del Consejo

 RESOLUCIÓN PA-26/2025 DE PROCEDIMIENTO INICIADO POR DENUNCIA 
DE INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES DE PUBLICIDAD ACTIVA 

Denuncia 2024/0099

Persona denunciante XXXXX

Entidad denunciada
Ayuntamiento de San Martín del Tesorillo (Cádiz)

Artículos 
2, 3, 6, 7, 9, 10 y 11 LTPA; 2, 5, 8, 9 y DF 9ª LTAIBG; 75 LRBRL

Normativa y abreviaturas
Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía
(LTPA); Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a
la información pública y buen gobierno (LTAIBG); Ley 39/2015, de 1
de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones  Públicas  (LPACAP);  Ley  7/1985,  de  2  de  abril,
Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL) 

ANTECEDENTES

Primero. El 25 de octubre de 2024, tuvo entrada en el Consejo de Transparencia y Protección de
Datos de Andalucía (en adelante, el Consejo) una denuncia  formulada por  la  persona indicada
contra el Ayuntamiento de San Martín del Tesorillo (Cádiz), basada en los siguientes hechos:

“Consultada  la  sede  electrónica  y  web  municipal  del  Ayuntamiento  de  San  Martín  del
Tesorillo (Cádiz)  en  [se indica enlace web] resulta imposible encontrar,  porque no se ha
publicado al  parecer,  las declaraciones de bienes e intereses de los cargos locales,  que
deberían figurar como publicidad activa. Así mismo la agenda institucional está limitada a
agosto  de  2023  ya  que  al  parecer  solo  se  publica  tras  reclamación  a  este  Consejo  de
Transparencia y nunca con antelación como debería figurar”.

En consecuencia, la persona denunciante solicita:

“Se admita la presente reclamación contra los incumplim[i]entos en publicidad activa por
parte del Ayuntamiento de San Martín del Tesorillo (Cádiz) indicados”. 

Segundo. Con fecha 30 de octubre de 2024, este órgano de control puso en conocimiento de la
persona denunciante  que,  en  relación  con  la  denuncia  interpuesta, se  procedía  a  iniciar  la
tramitación del procedimiento correspondiente.   

Tercero. Con fecha 31 de octubre de 2024, el Consejo concedió a la entidad local denunciada un
plazo de 15 días al objeto de que formulara las alegaciones que estimara oportunas, así como
para que aportara los documentos y justificaciones que considerara pertinentes en relación con la
denuncia presentada.
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Cuarto.  Con fecha  7 de  noviembre  de 2024, en contestación del requerimiento anterior, tiene
entrada  en  el  Consejo  escrito  de  la  citada  entidad  local  efectuándose  desde  la  Alcaldía las
siguientes alegaciones:

“PRIMERO.- Las declaraciones de bienes e interés se encuentran publicadas el  Portal  de
transparencia del Ayuntamiento de San Martín del Tesorillo  [Se indica enlace web] en el
apartado  1.  Institucional,  1.6  Altos  cargos,  1.6.5  Declaración  de  Bienes,  y  carpeta
corporación municipal 2023-2027.

“SEGUNDO.- La Agenda institucional del Alcalde esta publicada en el portal de transparencia
en el apartado 1. Institucional, 1.3 Institucional, pinchando en el botón mostrar mas esta
publicado hasta la actualidad”.

Quinto.  Con fecha  13 de  enero  de 2025, el Consejo acordó la ampliación del plazo máximo de
resolución del procedimiento de denuncia que ahora se concluye, de acuerdo con lo previsto en el
art.  23 LPACAP,  poniéndolo  en conocimiento  de la  persona denunciante  y de la  entidad local
denunciada mediante oficios de igual fecha.

 FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. La competencia para la resolución de la denuncia interpuesta reside en el Director del
Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, de acuerdo con lo previsto en el art.
10.3  b)  de  los  Estatutos  del  Consejo  de  Transparencia  y  Protección  de  Datos  de  Andalucía
(aprobado por Decreto 434/2015, de 29 de septiembre), y en el art. 48.1 g) LTPA, en conexión con
el art. 23 del mismo texto legal.

Debe destacarse a su vez que, en virtud del art. 16.5 del citado Decreto 434/2015, “[e]l personal
funcionario  del  Consejo,  cuando  realice  funciones  de  investigación  en  materias  propias  de la
competencia del Consejo, tendrá el carácter de agente de la autoridad”, con las consecuencias
que de aquí se derivan para los sujetos obligados en relación con la puesta a disposición de la
información que les sea requerida en el curso de tales funciones investigadoras.   

Segundo. Como establece el art. 2 b) LTPA, la publicidad activa consiste en “la obligación de las
personas y entidades a las que hacen referencia los artículos 3 y 5 de hacer pública por propia
iniciativa, en los términos previstos en la presente ley, la información pública de relevancia que
garantice  la  transparencia de su actividad relacionada con el  funcionamiento y  control  de su
actuación  pública”.  Exigencia  de  publicidad  activa  que  comporta  que  la  información  “estará
disponible  en  las  sedes  electrónicas,  portales  o  páginas  web”  de  los  sujetos  obligados  al
cumplimiento de la ley (art. 9.4 LTPA), y que tal publicación se realice “de forma periódica, veraz,
objetiva y actualizada” (art.  9.1 LTPA),  garantizando especialmente que la información que se
publica atiende al  principio  de «veracidad»,  de tal  manera que la  misma “ha de ser  cierta y
exacta,  asegurando  que  procede  de  documentos  respecto  de  los  que  se  ha  verificado  su
autenticidad, fiabilidad, integridad, disponibilidad y cadena de custodia” [art. 6 e) LTPA].

Pero no sólo constituye una obligación para las entidades sujetas al cumplimiento de la legislación
en materia de transparencia,  pues,  según establece el  artículo 7 a) LTPA, la publicidad activa
constituye igualmente un “derecho de cualquier persona a que los poderes públicos publiquen […]
de forma periódica  y  actualizada  la  información  veraz  cuyo  conocimiento  sea relevante  para
garantizar  la  transparencia de su actividad relacionada con el  funcionamiento y control  de la
actuación pública”.   

Con la denuncia interpuesta, la persona denunciante atribuye al Ayuntamiento de San Martín del
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Tesorillo (Cádiz) sendos supuestos incumplimientos de obligaciones de publicidad activa previstas
en el Titulo II de la LTPA, lo que se traduce en la no disponibilidad en sede electrónica, portal o
página  web  de  la  correspondiente  información.  Así  pues,  procede  a  continuación  realizar  un
examen por separado respecto de cada uno de los supuestos incumplimientos denunciados para
lo cual se ha realizado un análisis por parte de este Consejo de las plataformas electrónicas de
dicho ente local (página web, sede electrónica y portal de transparencia) el día 11 de febrero de
2025, dejándose oportuna constancia en el expediente de las comprobaciones llevadas a cabo. 

Tercero.  En  primer lugar, la  persona denunciante atribuye al  Ayuntamiento  de San  Martín  del
Tesorillo un supuesto incumplimiento de sus obligaciones de publicidad activa como consecuencia,
según indica, de la  falta de publicidad de las declaraciones de bienes e intereses de los cargos
locales.

Ciertamente,  de acuerdo con lo dispuesto en el art. 11 e) LTPA —de modo similar a la regulación
básica establecida en el art. 8.1 h) LTAIBG—, las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de
esta Ley      —entre las que se encuentra el ente local denunciado, según dispone el art. 3.1 d)
LTPA— han de facilitar en su sede electrónica, portal o página web la información que se describe en
el mencionado artículo en los términos siguientes:

“Las declaraciones anuales de bienes y actividades de las personas representantes locales,
en los términos previstos  en la Ley 7/1985,  de 2 de abril,  Reguladora  de las Bases  del
Régimen Local. Cuando el reglamento no fije los términos en que han de hacerse públicas
estas declaraciones, se aplicará lo dispuesto en la normativa de conflictos de intereses en el
ámbito de la Administración General del Estado. En todo caso, se omitirán los datos relativos
a la localización concreta de los bienes inmuebles y se garantizará la privacidad y seguridad
de sus titulares”. 

Obligación que, por otro lado, en cuanto ya estaba prevista con carácter básico en el  art. 8.1 h)
LTAIBG, resultó exigible para las entidades locales desde el 10 de diciembre de 2015, fecha en la
que se  cumplió  el  plazo  máximo de que dispusieron éstas  para  adaptarse a las  obligaciones
contenidas en la misma (Disposición Final Novena LTAIBG).

Pues bien,  en relación con  este presunto incumplimiento, el Consistorio  aduce en su escrito de
alegaciones que “[l]as declaraciones de bienes e interés se encuentran publicadas el Portal de
transparencia  del  Ayuntamiento  […]  en  el  apartado  1.  Institucional,  1.6  Altos  cargos,  1.6.5
Declaración  de  Bienes,  y  carpeta  corporación  municipal  2023-2027”.  Manifestaciones  que  se
acompañan de un enlace web para poder comprobarlo.

Consultado el  Portal  de  Transparencia  siguiendo  las  indicaciones  facilitadas,  este  órgano  de
control  ha podido  confirmar  la  publicidad de las  declaraciones  de bienes  presentadas  por  los
miembros de la actual  Corporación municipal.  No obstante,  no se advierte información  alguna
respecto de las personas representantes locales elegidas en mandatos anteriores. 

Este Consejo ya se ha enfrentado a situaciones similares, en las que se denunciaba la falta de
publicación de estas declaraciones. De hecho, fue objeto de una consulta resuelta mediante la
CON 2/2024, publicada en la página web de este Consejo. Como cuestión de fondo, subyace la
cuestión sobre cuando tiempo es necesario mantener publicada la información que es objeto de
publicidad activa. 

La respuesta analizaba el mantenimiento de la publicación de las declaraciones que, al contener
datos personales, exige tener en cuenta la normativa de protección de datos ex artículo 9.3 LTPA.
Concluíamos que: 
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“Dado que la información a publicar contiene datos personales, procede la ponderación de
intereses exigida en los artículos 9.3 y 15.3 LTAIBG, en la que debemos tener en cuenta los
principios de minimización y de limitación del plazo de conservación de datos contenido en
los artículos 5.1. c) y e) RGPD. Estos principios exigen que la publicación se mantenga por el
tiempo suficiente y necesario para satisfacer la finalidad que se pretende alcanzar con la
publicación  de  las  declaraciones  de  bienes  y  actividades,  que  no  es  sino  facilitar  a  la
ciudadanía la verificación del cumplimiento leal e íntegro de las obligaciones vinculadas al
cargo público.“

Para, a continuación, afirmar que: 

“3. Consideramos que la publicación de las declaraciones de inicio,  por modificación de
circunstancias, cese o por fin de mandato deben mantenerse publicadas durante el plazo
que, según las circunstancias, garantice esta finalidad. Entendemos que la publicación de
estas declaraciones hasta los tres meses posteriores a la publicación de la de de cese o por
fin  de mandato,  la  satisface,  salvo  que las  circunstancias  específicas  de cada supuesto
aconsejen un plazo inferior o superior. “

Ahora bien,  ante el silencio de la entidad denunciada en este punto, el  Consejo no dispone de
ningún  elemento  de  juicio  que  permita  constatar que  las  declaraciones  correspondientes  a
anteriores legislaturas hubieran estado publicadas  en  los momentos previstos por  el  art.  75.7
LRBRL durante al menos tres meses —ya que el Consistorio no dispone de una regulación propia
que fije un plazo distinto ni parecen existir circunstancias que aconsejen su mantenimiento más
allá  de  ese  plazo—,   y  la  entidad  las  hubiera  despublicado con  posterioridad,  en  aras de
salvaguardar el derecho a la protección de datos de las personas afectadas. 

Así  pues,  el  Consejo debe concluir  el  inadecuado cumplimiento de la  obligación de publicidad
activa mencionada por lo que, en virtud de lo dispuesto en el  art.  23 LTPA, debe requerir  su
oportuna subsanación. 

Esta  subsanación  deberá consistir  en  la  confirmación  expresa  a  este  Consejo  por  parte  del
Consistorio  denunciado  de  que  la  información  correspondiente  a  declaraciones  de  anteriores
legislaturas estuvieron publicadas en  los momentos previstos por el art. 75.7 LRBRL  durante  al
menos tres  meses  y  fueron  despublicadas  con  posterioridad;  o,  en  caso  contrario,  en  la  de
proporcionar en sede electrónica la información siguiente que, conforme establece el artículo 11
e)  LTPA, el  Consejo  viene  exigiendo  publicar  para  el  adecuado  cumplimiento  de  la  citada
obligación de publicidad activa:

a) En caso de que existan, el conjunto de todas las declaraciones anuales de bienes y actividades
que se hayan efectuado por parte de las  personas  representantes  locales,  a partir  del  10 de
diciembre de 2015  en adelante, a excepción de las  ya publicadas.  Para el  mantenimiento de la
publicación de estas declaraciones habrá que tener en cuenta las consideraciones expuestas en la
CON 2/2024 anteriormente citada. 

b) En caso de que alguna de las declaraciones anuales requeridas no exista, la información sobre
su inexistencia,  aclarando si  la  carencia  deriva  de la  ausencia  de una obligación  legal  (al  no
haberse  producido  un  cese  o  modificación  de  las  circunstancias  de  hecho),  o  de  la  falta  de
presentación por parte de la persona obligada. Criterio que este Consejo viene propugnando como
aplicable  en  supuestos  similares  de  la  inexistencia  de  este  tipo  de  información  [entre  otras,
Resolución PA-58/2022 (5º), PA-103/2023 (6º) y PA- 4/2024 (3º)].
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Todo ello teniendo en cuenta, además, los principios generales que articulan nuestro sistema de
publicidad activa entre los cuales se encuentra el de que la información “será publicada […] de
una manera clara, estructurada y entendible para los interesados” (art. 5.4 LTAIBG), así como que
“la  información  será  comprensible  [y]  de  acceso  fácil”  (art.  5.5  LTAIBG).  También  deberá
garantizarse que la información que se publica atiende al principio de «veracidad», de tal manera
que la misma “ha de ser cierta y exacta, asegurando que procede de documentos respecto de los
que se ha verificado su autenticidad, fiabilidad, integridad, disponibilidad y cadena de custodia”
[art. 6 e) LTPA]. En fin, como recuerda la propia LTPA en su artículo 9.4, la información “estará
disponible  en  las  sedes  electrónicas,  portales  o  páginas  web  […]  de  una  manera  segura  y
comprensible”. 

Por otra parte, el principio de reutilización exige que se fomente la publicación de la información en
formatos  que  permitan  su  reutilización,  de  acuerdo  con  la  legislación  aplicable  en  materia  de
reutilización de la información del sector público.

Cuarto. La persona denunciante también señala que “la agenda institucional está limitada a agosto
de 2023 ya que al parecer solo se publica tras reclamación a este Consejo de Transparencia y nunca
con antelación como debería figurar”.

Cabe  señalar  que  el art.  10  LTPA,  dedicado  a  la  “Información  institucional  y  organizativa”,
establece en su apartado primero el deber que tienen las entidades incluidas en el ámbito de
aplicación de la Ley de hacer pública en sus sedes electrónicas, portales o páginas web, en lo que
les  sea  aplicable,  cierta  información,  entre  la  que  se  incluye  en  su  letra  m)  “[l]as  agendas
institucionales de los gobiernos”. 

En cuanto al alcance que esta obligación  presenta en el caso de los Ayuntamientos así como al
propio concepto de “agenda institucional” referido en el precepto, nos remitimos a lo ya expuesto
en  los  Fundamentos  Jurídicos  Tercero  y  Sexto  de  las  Resoluciones  del  Consejo  PA-40/2023  y
6/2022,  respectivamente,  emitidas  con motivo  de sendas denuncias  presentadas  previamente
contra el mismo Consistorio por hechos similares.

De  cualquier  forma, resulta  conveniente  volver  a  recordar  lo  ya  concluido  también  en  ambas
Resoluciones acerca de que el objetivo intrínseco a la obligación de publicidad activa establecida en el
precitado art. 10.1 m) LTPA —por ser el que persigue el legislador autonómico con su imposición— es
el de garantizar a la ciudadanía el  conocimiento de la actividad  de los cargos gubernamentales.
Obligación que, para resultar coherente con el propio concepto de “agenda”, exige que la publicación
de la información  se realice  por anticipado,  perdiendo  evidente  virtualidad si  se realiza  “a fecha
pasada”. 

Así pues, el cumplimiento de dicha obligación en el ámbito local  a juicio de este órgano de control
exige la publicación de las actividades que la Alcaldía tenga programada realizar, dentro o fuera de la
entidad local,  como responsable  institucional  del  Consistorio.  Ello  no supone  obviar  que,  para el
efectivo cumplimiento de la obligación de publicidad activa en cuestión, debe tenerse en cuenta que
la propia LTPA, al establecer en su art. 9 las “Normas generales” aplicables a “La publicidad activa”
(regulada en el Título II), dispone en su apartado tercero que: “Serán de aplicación, en su caso, los
límites  al  derecho  de  acceso  a  la  información  pública  previstos  en  la  normativa  básica  y,
especialmente,  el  derivado  de  la  protección  de  datos  de  carácter  personal.  A  este  respecto,
cuando la información contuviera datos especialmente protegidos, la publicidad sólo se llevará a
cabo previa disociación de los mismos”. Lo que permite excepcionar, en supuestos concretos y por
razones debidamente motivadas, la publicación de actos propios de la agenda caso de concurrir
alguno de estos límites.
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Por  otra  parte,  la  entidad  local  denunciada  ha  trasladado  a  este  Consejo,  acerca  del  presunto
incumplimiento que ahora nos ocupa, que “[l]a Agenda institucional del Alcalde esta publicada en el
portal de transparencia en el apartado 1. Institucional, 1.3 Institucional, pinchando en el botón
mostrar mas esta publicado hasta la actualidad”.   

Tras analizar el citado apartado del Portal de Transparencia, el Consejo ha podido advertir publicado
un archivo (datado en 2022) denominado “Documento inexistencia agenda institucional” que informa
a la ciudadanía sobre que: “[n]o existe en este Ayuntamiento Agenda Institucional del Alcalde al ser un
pequeño municipio, las salidas del Alcalde de el Ayuntamiento a otras Administraciones, se realizar de
manera puntual, se procederá a publicar las visitas oficiales a otros organismos, cuando estas se
produzcan”. Junto a dicho documento existen una serie de carpetas clasificadas por años (desde 2019
hasta 2025) en las que se advierte  cierta información del tipo  que  ahora  nos ocupa,  salvo  en las
pertenecientes a los años 2023 y 2024 que no proporcionan contenido de ningún tipo.

A su vez, en cuanto al presente ejercicio de 2025, se facilitan sendos archivos asociados cada uno de
ellos a un periodo temporal determinado —del 20 a 27 enero y del 27 de enero al 2 de febrero,
respectivamente— en los que se incluyen ciertos eventos correspondientes al periodo respectivo
con indicación de  la fecha, el concepto  y el lugar.  Sin embargo, la fecha de creación  de  ambos
documentos  “pdf”  (27/01/2025) —según  se  refleja  en  las  “Propiedades  del  documento”—
evidencian que solo en el segundo de los periodos mencionados (27 de enero a 2 de febrero) los
eventos sí se publicaron con anterioridad a su realización, como así viene exigiendo este órgano
de control para  poder  entender  satisfechas las exigencias de transparencia  previstas en el art.
10.1 m) LTPA. 

En  otro  orden  de  cosas,  con  motivo  de  dos  denuncias previas presentadas contra  el  mismo
Ayuntamiento por  incumplimiento  de  determinadas  obligaciones  de  publicidad  activa  —
anteriormente mencionadas—, el Consejo ya tuvo ocasión de pronunciarse sobre el contenido del
deber de información previsto en el  citado art. 10.1 m) LTPA, a la vez que requería a la entidad
local su subsanación, concretamente en el Fundamento Jurídico Decimosegundo de la Resolución
PA-40/2023, de 6 de junio, y en el Fundamento Jurídico Séptimo de la Resolución PA-6/2022, de 9
de febrero.

En consecuencia, al constatarse nuevamente el deficiente cumplimiento de la obligación descrita
en los términos anteriormente analizados, procede, además de exigir de nuevo su cumplimiento y
la publicación de la información omitida —con arreglo a las mismas consideraciones incluidas en el
Fundamento  Jurídico  Tercero  de la  Resolución  PA-40/2023—,  declarar  el  incumplimiento  de la
obligación de publicidad activa establecida en el art. 10.1 m) LTPA y acordar que se tramite el
procedimiento  para  instar  la  incoación  de  un  procedimiento  sancionador  o  disciplinario,  de
acuerdo con lo previsto en el art. 57.2 LTPA.

En virtud de los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos citados se dicta la siguiente

RESOLUCIÓN

Primero.  Declarar  que el  Ayuntamiento  de  San  Martín  del  Tesorillo  (Cádiz)  ha  incumplido  la
obligación de publicidad activa prevista en el artículo 10.1 m) de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de
Transparencia Pública de Andalucía, al no publicar la información exigible de conformidad con lo
dispuesto en el Fundamento Jurídico Cuarto. 

Segundo. Acordar que se tramite el procedimiento para instar la incoación de un procedimiento
sancionador  o  disciplinario,  de  acuerdo  con  lo  establecido  en  el  art.  57.2  LTPA,  al  constatar
nuevamente el incumplimiento de las obligaciones de publicidad activa explicitadas en el apartado
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anterior  tras  las Resoluciones dictadas previamente por el  Consejo  PA-40/2023, de  6 de junio
(Denuncia PA-28/2023), y PA-06/2022, de 9 de febrero (Denuncia PA-43/2021). 

Tercero. Requerir expresamente al Ayuntamiento de San Martín del Tesorillo (Cádiz) para que
confirme al Consejo  la publicación de las declaraciones anuales de bienes y actividades de las
personas representantes locales  a partir  del  10 de diciembre de 2015  (a excepción de las  ya
publicadas) o,  en su defecto,  proceda a publicar en sede electrónica,  portal o página web dicha
información; en los términos dispuestos en el Fundamento Jurídico Tercero.

Cuarto.  La  información  prevista  en  el  apartado  anterior  deberá  estar  accesible  en  su sede
electrónica,  portal  o  página  web  en  el  plazo  de  un  mes  contado  desde  la  notificación  de  la
presente resolución, dando cuenta a este Consejo de lo actuado así como, en su caso, de la citada
confirmación, en el mismo plazo establecido en el requerimiento.

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso potestativo de
reposición ante este Consejo, en el plazo de un mes, o interponer directamente recurso contencioso-
administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo de Sevilla, que por turno corresponda,
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de su notificación, de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 30.4, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en los artículos 8.3 y 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso administrativa. 

EL DIRECTOR DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA
Y PROTECCIÓN DE DATOS DE ANDALUCÍA

La resolución original consta firmada electrónicamente
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